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SÍNTESIS: 

Las diversas formas de invalidez que estatuye la norma societa­
ria comercial no obedecen a la discrecionalidad del legislador, sino 
son consecuencia de la estructura  de los institutos por él esta­
blecidos. 

En consecuencia, no es posible eludir ni restringir su aplicación 
por vía de un acto de voluntarismo, y las postulaciones que sostienen 
tales criterios, maguer la plausible intencionalidad que pueda inspi­
rarlas, no sólo resultan violatorias de la norma vigente, sino introdu­
cen un inconveniente elemento de inseguridad jurídica. 

I - EL TEMA: 

Con frecuencia creciente se advierte en el ámbito de estudio de 
la sociedad comercial, la formulación de postulaciones tendientes a 
eludir la aplicación de las sanciones invalidantes —fundamentalmente, 
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las nulidades— que la ley prevé. 
Se arguye, en pro de tal criterio, la conveniencia de evitar las 

incomodidades y costos que generaría la efectivización de tales san­
ciones, el impulso para la agilidad de las transacciones que devendría 
de sortear tales escollos y, en general, la necesidad de respetar  auto­
nomía de la voluntad de las partes actuantes, como modo de facilitar 
el desarrollo de su actividad. 

Y se esgrimen en sustento de estas tesis, una serie de criterios 
hermenéuticos de  norma vigente, o de pautas de  ferenda, cuya 
aplicación conduciría al resultado así querido. 

Este brevísimo comentario procurará un somero análisis de los 
criterios y herramientas conceptuales propuestos a la luz de las reglas 
de la lógica —general y jurídica— y tras ese vuelo de pájaro reflexionar 
sobré la viabilidad y la utilidad del intento. 

I I - EL NUMERUS  

Una postulación de lege ferenda que suele menearse insistente­
mente como paliativo a los inconvenientes que se atribuyen a las nuli­
dades societarias —para ser más exactos, a las distintas previsiones de 

 es la de la conveniencia de acotar tal número de supuestos, 
mediante su reducción a un numeras clausus; esto es, a una serie de 
hipótesis que obrarían como causales de la nulidad a declarar, y que 
constituirían un enunciado taxativo de modo tal que, fuera de la plata­
forma fáctica comprendida en sus estrictos textos, toda actuación en 
análisis devendría válida. 

La primera reflexión que inspira tal proposición remite a la con­
ceptualización de la invalidez dentro del ordenamiento jurídico: si 
bien suele definírsela —y entendérsela— como una «sanción por la que 
el derecho vigente priva de parte o todos sus efectos a un determinado 
acto» lo cierto es que, en un nivel de análisis más trascendente, la 
ontología de la invalidez se configura no en mérito a un simple capri­
cho del legislador, sino a una situación más profunda, de carácter es­
tructural. 

Sucintamente expresado, articulado por el legislador un instituto 
jurídico sobre la base de determinados elementos esenciales (esto es, 
aquellos que hacen que el ente sea lo que es) la afectación a alguno de 
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dichos elementos implicará que el instituto en cuestión no pueda con­
figurarse como  

La sanción nulificante aparece así como  consecuencia nece­
saria de la merma o pérdida en el elemento esencial: el ente lógico 
jurídico afectado deviene inválido, esto es, privado de sus efectos 
propios. Y no podría ser de otro modo, porque como no reúne los 
elementos sin los cuales no se  sencillamente no es aquello que la 
norma establece como causa de determinados efectos, y, consecuen­
temente, no los podrá producir. 

En este contexto, el intento de reducir la invalidez a un número 
limitado de casos fracasa por definición: la  en tantos casos co­
mo pueda afectarse total o  algún elemento esencial del 
acto jurídico en cuestión, y como tales formas de afectación no sólo 
son prácticamente infinitas, sino que además se renuevan y multipli­
can cotidianamente, cualquier intento de encasillarlas será vano. 

Podríamos traer para parangonar, un ejemplo tomado de un 
campo dispar: el de las causales de interposición del recurso extraor­
dinario por arbitrariedad. La jurisprudencia de nuestras Cortes ha pro­
clamado reiteradamente que se trata de «causales típicas», fuera de las 
cuales no se da el acceso a la vía; sin embargo, desde su inicial siste­
matización a la fecha, la lista de causales taxativas se ha venido exten­
diendo con nada de taxatividad: prácticamente no pasa un par de años 
sin que nuestro más alto tribunal agregue una novedosa causal al elen­
co ya bastante nutrido de las existentes, y ello sin computar la inter­
pretación ciertamente lata que en más de una oportunidad hace de 
ellas. 

Y previsiblemente habría de ser así:  arbitrariedad es en esen­
cia una ilogicidad, una ruptura del discurso que debe unir la realidad 
del proceso  el mandato de la norma; cualquier punto en que dicha 
liación se corte, constituirá en definitiva un nuevo supuesto de 
riedad. 

Si esto es así en el campo ciertamente aséptico del remedio pro­
cesal extraordinario, donde sólo se analiza un silogismo judicial, 
cuánto más no será en el dilatado ámbito  mundo societario, donde 
el multiforme plexo fáctico de la realidad negocial pugna cotidiana-

V. nuestra ponencia: «La omisión de requisitos esenciales no  ¿nulidad relativa o 
absoluta?» punto 1.1), en el V congreso argentino de derecho societario, Huerta Grande, 

 v. en Derecho societario y de la empresa,  ed. Advocatus, 1.992, T. 1, pág. 
432. 
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mente por abrirse camino dentro de los vericuetos del sistema 
tivizado. 

Y los intentos que en la práctica se han dado en materia de re­
gulación societaria obran en abono de estos asertos: cita p.  Caba-
nellas2 el caso de la legislación comunitaria, donde el intento de enu­
merar taxativamente las causales y a su vez no dejar sin sanción su­
puestos que necesariamente habrían de ser abarcados ha conducido 
finalmente a la confección de enunciados tan amplios, de tal generali­
dad —y cabría calificar, de tal vaguedad— que prácticamente dejan la 
puerta abierta a todo planteo que quiera introducirse, y que fácilmente 
podría  en alguna de tales previsiones. 

III- LA INTERPRETACIÓN RESTRICTIVA: 

Otro mecanismo —éste orientado a la hermenéutica de la nor­
mativa vigente— al que reiteradamente se acude para oponer a la posi­
ble conclusión invalidante, es el de la «interpretación restrictiva», que 
según el criterio de sus postulantes debería aplicarse a solución de los 
casos en análisis. 

La inmediata respuesta que merece este intento es obvia: el cri­
terio restrictivo efectivamente existe y el recurso al mismo es válido; 
pero la restricción no debe aplicarse en la interpretación del precepto, 
sino en la subsunción de los hechos abarcados en el tipo legal. 

Esto es, el empleo del criterio de estrictez, impedirá la extensión 
de la sanción invalidante mediante la asimilación analógica, o a lo 
sumo marginará su aplicación en el supuesto donde, con un margen 
razonable, concreto, y cierto, pueda concluirse la existencia de una 
duda sobre si el caso está abarcado o no en la previsión fáctica en la 
que el legislador ha dispuesto invalidar, o si los componentes de hecho 
que integran el elemento al que se imputa afectado lo han configurado 
o no. Pero de ninguna manera es admisible que, so pretexto de una 
«interpretación restrictiva» se haga decir a la ley lo que ella no dice, o 
callar lo que impone. 

He de reiterar la cita de Werner  que ya invocara 

CABANELLAS, Guillermo, «Los vicios en la constitución de sociedades», en R. D. C.  
1994, año 27,  2, pág. 134. 
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en un anterior trabajo3: si hemos de  dentro del campo her-
menéutico, la  pauta ha de ser la del respeto a la ley: la de 
cumplir la primer regla hermenéutica que, enseñaba el maestro, es  
de  fidelidad del intérprete al texto normativo. 

Cierto es que, según se ha apuntado, tal actitud no deberá tam­
poco estar exenta de sentido crítico, y de una amplitud de miras que 
permita descartar preconceptos, y llegar a la finalidad del mandato 
legislado. Pero allí donde la norma imponga una nulidad, a ella habrá 
de estarse. 

IV- LAS  

Hemos escuchado últimamente —y con particular insistencia en 
el ámbito de estos congresos societarios— la referencia a la ausencia 
de previsión nulificante expresa en el texto preceptual, como funda­
mento de la no invalidación de la acción  del mismo. 

La categoría jurídica que se invoca, ciertamente es real: ya en 
introducción al derecho se enseñan los tipos de ley imperfecta, per­
fecta o  según disponga o  para su violación algu­
na consecuencia: el resarcimiento, la nulificación, o ambos a un tiem­
po. 

Quienes superan ese primer escollo, de inmediato encaran luego 
el estudio de derecho civil I, y allí se anotician de que en el derecho 
privado argentino todas las leyes son perfectas. Y ello, ciertamente, no 
por alguna virtud del legislador —las falencias que últimamente viene 
exhibiendo la técnica legislativa vernácula son alarmantes— sino por 
obra de una ya añeja solución que él mismo adoptara al respecto: la 
del artículo 18 del código civil, a cuyo tenor, todos los actos contrarios 
a la ley son nulos y de ningún valor. 

Este mecanismo, que por cierto se  al carácter estructural 
de la invalidez que antes apuntáramos, impone la nulidad —o al menos 
a la invalidez en alguno de sus restantes supuestos— como consecuen­
cia inmediata y necesaria de la trasgresión y, dada su naturaleza dog­
mática, excluye la posibilidad de elucubrar sobre su vigencia a la hora 
de decidir. 

v. Nuestra ponencia: «Una apostilla hermenéutica: la nulidad por atipicidad», en VI Congreso 
argentino de derecho societario, Bs. Aires, ed. Ad-Hoc,  f II . 
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La objeción, pues, carece de entidad. 

V- EL PRINCIPIO DE CONSERVACIÓN DE LA  

 el recurso más usual en materia de óbice a la in­
validación suele ser, indudablemente, la invocación del principio de 
conservación de la empresa, al que se reputa receptado en el artículo 
100  

La primera y más obvia observación que cabe formular a tal 
enunciado, es la de la incerteza sobre la adopción por la norma vigente 
de la pauta que se menea: el precepto de  refiere a la subsisten­
cia contra la disolución, y no está claro si se funda en el principio de 
conservación de la empresa, en el de conservación del contrato, o en el 
de conservación de la  En todo caso, se  relevante remar­
car la generalidad del precepto, aplicable a toda  social, 
mientras que no necesariamente empresa y sociedad van de la mano, 
pues es harto sabido que en la formulación del art.  l.s.c. se subsu-

 tanto la dimensión empresaria como la artesanal, con tal que con­
figuren una actividad productiva. 

Una segunda reflexión que provoca la mención del principio de 
conservación de la empresa, es  de los magros resultados que exhibe 
la continuidad asistida de las que padecen de falencias jurídicas o eco­
nómicas4; y tal secuela constituye una conclusión esperable: en un 
ámbito donde no falta viabilidad o respeto por las pautas legales, la 
tolerancia sin corrección naturalmente tenderá a exacerbar la anoma­
lía, y con ello reiterar y agravar los conflictos sin solución. 

Pero la postulación más sustancial que cabe formular ante el 
principio de conservación, aún entendiéndolo receptado por la ley y 
útil en su aplicación —que, ciertamente, son alternativas válidas— es 

 no puede entendérselo como una panacea capaz de sanear todas 
las falencias. 

El mismo legislador que implícitamente lo habría incorporado, 
explícitamente ha delineado exigencias cuya no satisfacción resulta 

Sobre este último aspecto existe una nutrida bibliografía; pueden consultarse: DI  
ALFREDO, «Límites actuales de la continuidad empresaria en caso de insolvencia societa­
ria», Rev. del Colegio de Abogados de San Isidro, 1987- 22 - pág. 27; FRANCESCHELLI, 
«Lapprendista stregone, lelisir de la  vita o il mito de limpressa  en Studi in 
onore del professore Ferri, Padova,  pág. 45; ANAYA,  L., «El mito de la empre­
sa inmortal», en El Derecho, t°  pág. 424. 
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implicante de invalidez: nada autoriza, entonces —antes bien, todo lo 
contrario, y por una regla hermenéutica elemental: lex  dero-
gat lex generalis— a priorizar dentro de su contexto a una pauta gené­
rica, sólo inferible, por sobre un concreto mandato que ha dispuesto 
imponer. 

 MANERA DE  

A esta altura de nuestro sobrevuelo en  tema tan conflictivo, 
cabrá convenir que, en los términos expuestos, las soluciones volunta-
ristas —más allá de su plausible intencionalidad— no pueden concretar 
ningún aporte positivo: con la  las leyes lógicas, el 
intento caerá sin remedio.  allí el título que hemos dado a estas 
líneas que, lejos de toda connotación peyorativa, tiende a graficar la 
naturaleza intrínsecamente  de las proposiciones que anali­
zamos. 

El jurista debe procurar ante todo el imperio del derecho; a ve­
ces contra lo aparente, aplicar la ley tal como sin hipocresías es, aun­
que no guste o no convenga, auna dos de sus pilares: justicia y seguri­
dad jurídica. 
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